Rancagua, veinticinco de julio de dos mil doce.-

Visto y oídos.-

Comparece la abogado Lya Hald Ramírez en representación del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, con la finalidad de invalidar la sentencia definitiva dictada el veinte de abril de 2012, en los antecedentes Rit I–6-2012 del Juzgado de Letras del Trabajo de Rancagua por la juez titular de ese tribunal Sra. Vania León Segura, en la que se hace lugar, en todas sus partes al reclamo interpuesto por la Corporación Municipal de Servicios Públicos Traspasados de Rancagua, y en consecuencia, dejó sin efecto las multas impuestas por la resolución Exenta N° 049 del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, Dirección Regional Región Libertador Bernardo O’Higgins.

El recurrente fundamenta el recurso en la causal del artículo 477 y subsidiariamente en el artículo 478 letra b), ambos  del Código del Trabajo.

Por resolución de fecha 9 de mayo de 2012, se declaró admisible el recurso de nulidad.

En la audiencia de vista del recurso, el citado recurrente reiteró los argumentos vertidos en el escrito de nulidad y la parte recurrida pidió el rechazo del recurso, por las razones que en dicha audiencia expone.


Finalizada las exposiciones de los intervinientes se puso término al debate, quedando la causa en estado de alcanzar acuerdo y producido éste, se procede a dictar el siguiente fallo.


Oídos y teniendo presente:


Primero: Que como se indicara en lo expositivo de esta sentencia, se ha deducido recurso de nulidad invocando en lo principal la causal del artículo 477 del Código del Trabajo, la que fundamenta esencialmente en el hecho de que en este caso la sentenciadora ha vulnerado el artículo 77 de la ley N° 19.518, letra d), en relación con el artículo 75 de ese mismo cuerpo legal y artículo 71 del Decreto Supremo N° 98 de 1997 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ya que la juzgadora exigió un requisito no contemplado en la disposición legal, para los efectos de establecer la infracción por la cual se multó a la reclamante, cual es, la concurrencia del requisito subjetivo dolo, que no está descrito ni textual ni implícitamente en el artículo 71 del Reglamento ya citado, agregando que en este caso lo que la ley reprocha es sólo la entrega de datos falsos o poco fidedignos.

Segundo: Que como ya se expresara en lo expositivo de este fallo, la demandante solicitó del tribunal se dejaran sin efecto las multas administrativas para cada una de las 11 acciones de capacitación contenidas en la Resolución Exenta N° 049 fechada en Rancagua el 06 de enero de2012, del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo Región del Libertador Bernardo O’Higgins, las que en total suman la cantidad de 341 UTM, a lo que el tribunal accedió.

Tercero : Que la sentenciadora para acceder a lo peticionado por la actora tuvo en especial consideración que la información entregada por la demandante al Sence tiene como causa los certificados de asistencia que le fueron remitidos por la OTEC Pride Capacitaciones Ltda., sin que se haya acreditado de manera alguna que la reclamante hubiere estado en conocimiento de eventuales diferencias entre los certificados de asistencias emitidos por la Otec y la asistencia real de los participantes en los cursos respectivos, como así lo dejara establecido la juez del tribunal del fondo en el considerando décimo séptimo de la sentencia en análisis. 

Cuarto : Que también es un hecho pacífico que las multas en cuestión fueron cursadas cada una de ellas por 31 UTM, por haber incurrido la reclamante Cormun Rancagua, en la conducta sancionada en el artículo 71 del Reglamento de la Ley N° 19.518, contenido en el Decreto Supremo N° 98 de 1997 del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Quinto : Que efectivamente el artículo 71 del Decreto Supremo N° 98 Reglamento general de la ley N° 19.518 , dispone que para los efectos del artículo 77 del Estatuto (de Capacitación y Empleo), letra f) –hoy letra d), se entenderá que la información es falsa o engañosa en las tres hipótesis que allí se señalan, pero el  artículo 77 de la ley ya mencionada, dispone en su encabezado que los organismos técnicos de capacitación citados en el artículo 12 de esa ley, pueden ser sancionados con la cancelación de su inscripción en el Registro Nacional, cuando incurran en alguna de las siguientes causales…..d) si proporcionare información falsa o engañosa acerca de las características y el desempeño que exhiba al interior del sistema.

Que en consecuencia del encabezado del artículo 77, es dable entender que esta disposición legal no puede aplicarse a la demandada -Cormun Rancagua- ya que resulta claro e indiscutido que esta no es un organismo técnico de capacitación, como lo exige el mencionado precepto legal, sino que tan sólo un usuario del sistema, de lo que resulta evidente atendido el principio de tipicidad, que ordena nuestro ordenamiento punitivo, inclusive el laboral, que las multas reclamadas no le pueden ser cursadas de la forma que lo fueron.

Sexto : Que aún más, aunque pudiere erróneamente entenderse que este artículo le es aplicable a la demandada, no resulta ser menos efectivo que en las hipótesis a que se hace referencia el ya citado artículo 71 debe haber a lo menos una intencionalidad en su actuar, ya que la primera de ellas exige una adulteración; la segunda, se refiere la consignación de datos falsos o poco fidedignos; y la tercera se refiere a una maquinación fraudulenta, es decir, de todas y cada una de las conductas antes descritas importa algún grado de conocimiento en el obrar de parte de su hechor, hecho este que la sentenciadora laboral no acreditó respecto de la demandante Corporación Municipal de Servicios Públicos Traspasados de Rancagua, como lo dejara establecido en los considerando 15° y 17° de su sentencia y que para esta Corte resulta inamovible.

Que a este respecto cabe hacer presente y, como también lo señalara la juzgadora del grado, en el considerando 21° de su fallo, que la conducta de la demandante pareciere ser que se encuadra en otra figura infraccional a que hace referencia el Decreto Supremo N° 98 y, la que no fue objeto de multa, la que además por cierto, es en una escala diferente a la aplicada en este caso.
Séptimo: Que en consecuencia a lo anterior, no se constata por este tribunal alguna infracción al artículo 75 de la ley N° 19.518, alegada por la recurrente, puesto que esta norma si bien resulta aplicable a las empresas, entre las que podemos entender a la demandante, es una norma simplemente descriptiva que señala en términos generales el monto mínimo y máximo de sanción y su forma de aplicación, que no es lo esencialmente debatido en este juicio.
Octavo : Que en subsidio la recurrente fundamenta su recurso de nulidad planteado, en la causal contenida en el artículo 478 letra b) del Código Laboral, por cuanto, según éste, se habrían infringido las normas de apreciación de la prueba, puesto que el juez debe decidir conforme a las reglas de la sana critica y acá el sentenciador no actuó en forma lógica al entender que no se encuentra acreditado de manera alguna que la reclamante haya estado en conocimiento de las eventuales diferencias entre los certificados de asistencia emitidos por la OTEC Pride Capacitaciones Ltda., y la asistencia real de los participantes en los cursos, toda vez que la demandante es empleadora de todos aquellos trabajadores respecto de los cuales contrató los cursos, por lo que lógicamente está en situación de saber y corroborar, quienes, cuándo y cómo participaron en cada uno de ellos.

Noveno: Que conforme a la letra b) del artículo 478 del Código Laboral el motivo de nulidad alegado procede, cuando la sentencia ha sido pronunciada con infracción manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba conforme a las normas de la sana crítica, explicando el artículo 456 del mismo texto legal, que el sentenciador al apreciar la prueba conforme a la sana critica debe expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les da valor o se los niega. 

Décimo : Que la ausencia de lógica que cuestiona la recurrente a la sentenciadora es el hecho que la empleadora y demandante estos antecedentes no hubiere estado en conocimiento de las diferencias entre los certificados de asistencia emitidos por la OTEC Pride Capacitaciones Ltda., y la asistencia real de los participantes, todos trabajadores de la primera, infracción que por cierto no se entiende así por este tribunal, puesto que la mencionada sentencia, en especial, en sus considerando 16° a 20°, efectúa un pormenorizado, lógico y completo análisis, en el que además respeta las reglas de la sana critica, donde acertadamente concluye que no se acreditó de manera alguna que la reclamante haya estado en conocimiento de lo anterior (considerando 17°), sin que baste para ello ser empleadora de los trabajadores a quienes se les impartían los mencionados cursos, toda vez que la juzgadora en su considerando 18° concluyó la ausencia de otro elemento subjetivo que permitiera acreditar el ánimo de engañar o falsear la información por parte de la actora de estos antecedentes.
Que además, no resulta ser menos efectivo que, en especial, del punto segundo de la resolución auto de prueba, correspondía acreditar al Sence la irregularidad por él formulada. 
Undécimo : Que a mayor abundamiento corresponde precisar que en este caso la demandante sólo se limita a criticar las conclusiones a que arriba la sentenciadora, lo que por cierto no es causal para invalidar una sentencia que luego de dar cumplimiento al artículo 456 del Código del Trabajo, en forma correcta, entregó los fundamentos en que descansa su decisión.

Duodécimo : Que en virtud de lo antes razonado y tratándose los recursos deducidos de derecho estricto, ésta Corte no puede sino desestimarlos.

Con lo razonado y lo dispuesto en los artículos 474, 477, 478, 479, 480 y 482 del Código del Trabajo, se resuelve:

Que se rechaza el recurso de nulidad deducido por la abogado Lya Hald Ramírez en representación del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, en contra de la sentencia dictada por la Juez del Juzgado de Letras del Trabajo de Rancagua Sra. Vania León Segura, el veinte de abril de dos mil doce, en los autos RIT I-6-2012 de ese tribunal y, en consecuencia, se decide que la indicada sentencia no es nula.

Regístrese, comuníquese e incorpórese al sistema.

Redacción del Ministro don Carlos Farías Pino.

Rol Corte N° 61 -2012 reforma laboral.




Pronunciada por la Segunda Sala de esta Corte de Apelaciones, integrada por los Ministros señores  Carlos Farías Pino, Ministro Suplente don Marcelo Vásquez Fernández y el Fiscal Judicial don Raúl Trincado Dreyse.











Paola González López









          Secretaria 

En Rancagua, a veinticinco de julio de dos mil doce, notifiqué por estado Diario la sentencia que antecede.
